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En Madrid, a 12 de marzo de 2021  

VISTO  el recurso interpuesto por  D. D.V.B.H., en representación de la  mercantil URBE y  

PAISAJE, S.L.,  contra el  acuerdo  por  el que se adjudica  el contrato de “servicio de  

mantenimiento  preventivo y  correctivo de  zonas  ajardinadas,  plantas  interiores  e instalación  

de riego”  expediente SE/30/20, convocado por  el  Rectorado de la Universidad Jaime I,  de 

la  Comunidad Valenciana,  el Tribunal, en sesión del día de la fecha, ha adoptado la  

siguiente resolución:   

ANTECEDENTES DE HECHO  

Primero.  El Rectorado de la Universidad Jaime I  anunció en la  Plataforma  de Contratación  

del Sector Público  de 15 de septiembre  de 2020  la licitación pública, a tramitar mediante  

procedimiento abierto, para la adjudicación  del contrato  arriba indicado, con un  valor  

estimado  que asciende  a 1.362.000,00  euros.  

Segundo.  La licitación se lleva a cabo de conformidad con los preceptos  de la Ley  9/2017,  

de 8 de noviembre,  de Contratos del Sector Público, y con las demás normas de desarrollo 

aplicables a los poderes  adjudicadores  que tienen el carácter de Administración Pública.  

Tercero.  Publicados  los Pliegos  para la tramitación del expediente, y  abiertas las ofertas  

presentadas por los licitadores,  se acuerda la publicación de adjudicación del contrato a  

favor de la licitadora UTE JARDINES UJI en  la Plataforma de Contratación el 13 de  febrero  

de 2021,  formalizándose el contrato el día 5 de febrero de 2021 e iniciándose la ejecución  

el día siguiente.   
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Cuarto.  El  día 5 de febrero  de  2020  tiene  entrada  en  el  Registro Electrónico del  Ministerio 

de Hacienda recurso especial en materia de contratación presentado por la empresa  URBE  

Y PAISAJE SL  contra el  acuerdo de adjudicación, señalando que las empresas  licitadoras  

carecen de la solvencia técnica y profesional  que exige el  contrato, debiendo anularse la  

resolución de adjudicación y  retrotraerse el  expediente al  momento en el  que se  realiza la 

valoración de las ofertas.   

Quinto.  Se  ha r ecibido por  el  Tribunal el expediente administrativo, y el  correspondiente  

informe del órgano de contratación, en el  que se indica que la empresa recurrente no  

concurrió a la licitación y  que, por tanto, no está legitimada para la interposición del recurso  

contra la adjudicación.  

Sexto.  En la tramitación de este  recurso, se han observado todos los trámites legal y  

reglamentariamente establecidos, esto es, lo prescrito por la vigente Ley  9/2017, de 8 de  

noviembre,  de Contratos  del  Sector Público,  por  la que se trasponen  al ordenamiento  

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y Consejo 2014/23/UE y  

2014/24/UE, de 26 de  febrero de 2014 (en adelante, LCSP) y por el Real Decreto 814/2015,  

de 11 de septiembre, por el  que se prueba el Reglamento de los procedimientos especiales  

de revisión en materia contractual y de organización del  Tribunal Administrativo Central de  

Recursos Contractuales  (en adelante, RPERMC).  

Séptimo.  El procedimiento de adjudicación se encuentra suspendido automáticamente por  

recurrirse el acuerdo de adjudicación conforme al art 56.3 de la LCSP, de  forma  que, según  

lo establecido en el artículo 57.3 del texto citado,  será la presente resolución del recurso la  

que acuerde el levantamiento.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

Primero.  El recurso  se interpone ante este Tribunal,  que es  competente para resolverla de  

conformidad con lo dispuesto en los  artículos 45  y  46.2 de  la Ley  de Contratos  del  Sector  

Público (LCSP)  y el Convenio celebrado con la Comunidad Autónoma de  Valencia, fecha  

22 de  marzo de  2013  (BOE  de fecha  17/04/2013),  prorrogado  mediante  Acuerdo  de  fecha  

25 de  febrero de 2016  (BOE de  fecha 21/03/2016) y nuevamente prorrogado  mediante  

Acuerdo de  fecha 16 de abril de 2019 (BOE de fecha 22/05/2019).  
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Segundo.  Resultan de aplicación la  Ley 9/2017, de 8 de noviembre,  de Contratos del  

Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del  

Parlamento Europeo y Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en  

adelante, LCSP), y el Real Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, por el que se prueba  

el Reglamento  de los  procedimientos especiales de revisión en materia  contractual y de  

organización del  Tribunal Administrativo Central  de Recursos Contractuales  (en adelante,  

RPERMC)  

Tercero.  Se impugna el acuerdo  de adjudicación  dictado en el  procedimiento para la 

adjudicación de un contrato de  servicios, regulado en el artículo  17 de la LCSP, cuyo valor  

estimado supera los  cien mil euros, por lo que el contrato y el acto impugnado son  

susceptibles de reclamación ante es te Tribunal,  de acuerdo con lo dispuesto el  artículo 

44.1.a)  y 44.2.c)  de la LCSP.   

Cuarto.  Es preciso examinar si el recurso especial en materia de contratación se ha  

interpuesto en el plazo de quince días previsto en el artículo 50.2 LCSP, el cual señala:   

“1.  El  procedimiento  de recurso se  iniciará mediante escrito que  deberá  presentarse en  el  

plazo de quince días hábiles. Dicho plazo se computará:  

a) Cuando se interponga contra el anuncio de licitación, el plazo comenzará a contarse a  

partir del día siguiente al de su publicación en el  perfil de contratante.  

b) Cuando el  recurso se interponga contra el contenido de los pliegos y demás documentos  

contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya  

publicado en el  perfil  de contratante  el  anuncio de licitación,  siempre que en este se haya  

indicado la forma  en que los  interesados  pueden acceder  a  ellos.  Cuando no se  hiciera  

esta indicación el  plazo comenzará a contar  a  partir  del  día siguiente a aquel  en que se le  

hayan entregado al interesado los mismos o este haya podido acceder  a su contenido a  

través del perfil  de contratante.  

En el  caso del  procedimiento negociado sin publicidad el  cómputo  del  plazo comenzará 

desde el día siguiente a la remisión de la invitación a los  candidatos seleccionados.  
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En los supuestos en que, de conformidad con lo establecido en el artículo 138.2 de la  

presente Ley, los pliegos no pudieran ser puestos  a disposición por medios electrónicos, el  

plazo se computará a partir del día siguiente en que se hubieran entregado al recurrente.  

Con carácter general  no se admitirá el recurso contra los pliegos y documentos  

contractuales que hayan de regir una contratación si el recurrente, con carácter previo a su  

interposición, hubiera presentado oferta o solicitud de participación en la licitación 

correspondiente,  sin perjuicio de lo previsto para los supuestos de nulidad de pleno 

derecho.  

c)  Cuando se interponga contra actos  de trámite adoptados  en el  procedimiento de  

adjudicación o contra un acto resultante de la aplicación del procedimiento negociado sin  

publicidad, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya tenido  

conocimiento de la posible infracción.  

d)  Cuando  se interponga  contra la  adjudicación del  contrato  el  cómputo  se iniciará a partir  

del día siguiente a aquel en que se haya notificado esta de conformidad con  lo dispuesto  

en la disposición adicional decimoquinta a los  candidatos o licitadores que hubieran sido  

admitidos en el procedimiento.  

e) Cuando el recurso se interponga en  relación con alguna modificación basada en el  

incumplimiento de lo establecido en los  artículos  204 y  205 de la presente Ley,  por  entender  

que la modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación, desde el día siguiente a  

aquel en que se haya publicado en el perfil de contratante.  

f) Cuando el  recurso se  interponga contra un encargo a medio propio por no cumplir los  

requisitos establecidos en el artículo 32 de la presente Ley, desde el día siguiente a aquel  

en que se haya publicado en el perfil de contratante.  

g) En  todos los demás casos, el  plazo comenzará a contar desde el día siguiente al de la  

notificación realizada de conformidad con lo dispuesto en la Disposición adicional  

decimoquinta.”   
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Consta en el  expediente la publicación del  acuerdo de adjudicación el  día 13 de enero  de  

2021, y  que no se interpuso ante el  registro electrónico el recurso especial en materia de  

contratación hasta el día 5 de febrero del  mismo año. Así las cosas, se ha excedido del  

plazo de 15 días hábiles  que señala el artículo 50.1 LCSP para la interposición del recurso,   

por  lo que este es extemporáneo y  debe acordarse su inadmisibilidad.  

Quinto. También se ha  de entrar a valorar la posible falta de legitimación de la empresa  

recurrente,  al  hilo de lo informado por  el  órgano de contratación y  el  certificado de  

licitadores  que  obra  en  el  expediente administrativo,  entre los  que  no figura la  mercantil  

que ha interpuesto el  recurso de  forma extemporánea. El artículo 48 de la LCSP,  que  

señala que  “Podrá interponer el  recurso especial en materia  de contratación cualquier  

persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se  

hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por  

las decisiones objeto del recurso.  

Estarán también legitimadas para interponer este  recurso,  contra los actos susceptibles  de  

ser recurridos, las organizaciones sindicales cuando de las  actuaciones o decisiones  

recurribles pudiera deducirse fundadamente que estas implican que en el proceso de  

ejecución del contrato se incumplan por el empresario las obligaciones sociales o laborales  

respecto de los  trabajadores que participen en la realización de la prestación. En todo caso  

se entenderá  legitimada la  organización empresarial  sectorial  representativa  de  los  

intereses afectados.”  

Pues  bien,  para determinar  si  en un asunto c oncreto c oncurre el requisito de la legitimación  

en el  reclamante,  este  Tribunal  ha  señalado en  su  Resolución  122/2012  que:  «Para precisar  

el  alcance del  “interés  legítimo”  en caso de  terceros  no l icitadores  -como  es  el  supuesto  que  

nos  ocupa-,  ha  de tenerse  en  cuenta  que,  aunque la doctrina  jurisprudencial  en  el  ámbito  

administrativo c onsidera el  concepto con c riterios amplios,  lo qu e permitiría recurrir a quienes  

tengan un interés legítimo distinto al de obtener la  adjudicación,  tal interés ha de ser  propio e  

ir  más allá de la mera defensa de la legalidad.  

En este sentido, este  Tribunal  Administrativo Central de Recursos Contractuales se ha  

pronunciado en numerosas  resoluciones. Valga citar la Resolución  290/2011, donde se 
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expone en el fundamento de derecho cuarto que: Según reiterada jurisprudencia del Tribunal  

Supremo, plasmada, entre otras, en sentencias  de 19 de noviembre de 1993 y 27 de enero  

de 1998,  el  interés  legítimo  equivale  a  la  titularidad de  una posición de  ventaja o de una 

utilidad jurídica por parte  de quien ejercita la pretensión y  que se  materializaría, de prosperar  

ésta, en la obtención de  un beneficio de índole  material o   jurídico o  en la evitación  de un  

perjuicio, con tal  de que  la obtención  del  beneficio o evitación del perjuicio sea cierta  y  no  

meramente hipotética.»  

Por  lo  tanto,  para que pueda considerarse,  en términos generales,  que concurre  el interés  

legítimo es  menester que la resolución administrativa impugnada pueda repercutir, directa o  

indirectamente, pero de  modo efectivo y  acreditado, es  decir, no  meramente  hipotético,  

potencial  y  futuro,  en la  correspondiente  esfera jurídica del que recurre, lo que  descarta la  

acción pública  fuera  de los  casos  excepcionales  en  los  que  el  ordenamiento jurídico la permite;  

esto es,  el interés legítimo no puede ser asimilado al  de interés en la legalidad (SSTC 60/82,  

y  257/88, entre otras, y SSTS  de 14  de  marzo de 1997  -RJ1997, 2340- y  de 11 de febrero de  

2003  -RJ  2003, 3267-, entre otras).  

Pues bien, para determinar en el presente caso si  el interés que muestra la entidad recurrente  

excede del  mero interés por la legalidad es preciso analizar si efectivamente concurre alguna  

ventaja d e tipo j urídico qu e pueda  calificarse como  cierta  y  que  correspondería al   recurrente  

en caso de p rosperar su pretensión.  

También la  Audiencia Nacional de 23 julio de 2014,  de la s ección 4ª  de  la  Sala de  lo  

contencioso-administrativo, analiza la legitimación en un supuesto en que se recurría una 

resolución de este  Tribunal, señalando  que:  “El interés legítimo es cualquier  ventaja o utilidad  

jurídica derivada de la reparación pretendida (SSTC 252/2000, de 30 de octubre, FJ 3;  

173/2004,  de 18 de    octubre,  FJ  3;  y  73/2006,  de  13 de  marzo,  FJ  4;  STC  28/2005 d e 14 de    

febrero FJ 3º)  En materia  contractual  la falta de interés  legítimo y   la consiguiente falta de   

legitimación activa de riva  de la no concurrencia a un contrato administrativo  (Tribunal  

Supremo,  Sala Tercera,  de lo Contencioso-administrativo,  Sección 7ª,  Sentencia de 14 Julio 

2011, rec.  3163/2008).  De ahí que la jurisprudencia haya exigido con carácter general para  

reconocer la condición de interesado a efectos de impugnación de la  resolución por la que se  

adjudica un  contrato  administrativo,  que  el  recurrente  haya  participado en el  concurso  o  
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sistema de adjudicación de que se trate  (S. 30-6-97 y 4-6-2001), pues no  pueden hacerse  

valer para impugnar un determinado acto administrativo intereses que, por  no integrar el  

contenido  del  acto,  no  son susceptibles  de  pronunciamiento  alguno  en  el  proceso  de  que  se  

trate y,  por  lo tanto, no pueden servir de fundamento para invocar la legitimación activa en el  

proceso.  

Pueden  hacerse valer  cuantos  derechos  correspondan  a  los  participantes  en relación  con la  

adjudicación del contrato, lo que incidirá en la selección del  contratista, pero no caben  

pronunciamientos sobre l a decisión d e c onvocar  el contrato y  atender de e sa forma al  interés  

público afectado por el mismo que se plasmaron en actos  anteriores,  que no son objeto del  

proceso ( Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª,  

Sentencia de 17 Mayo 2005, rec.  5111/2002; Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo  

Contencioso-administrativo, Sección 7ª, Sentencia  de 22 Febrero 2012, rec.  5946/2009).  

La jurisprudencia ha aceptado la  legitimación en materia  de  contratos  de entidades  públicas  

para personas  o entidades que  no participaron en la licitación, pero  tales  casos excepcionales  

están referidos a los  Pliegos o Condiciones rectores  de la contratación que son los que han  

impedido a  dichas  personas  o entidades  participar  en un plano de igualdad en la licitación  

(Tribunal Supremo,  Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo,  Sección 7ª, Sentencia de 

5 Junio 2013, rec.  866/2011).”  

Descendiendo al caso  que nos ocupa, se observa que se impugna el  acuerdo de adjudicación  

por  una entidad mercantil  que no ha participado como licitadora en el expediente de  

contratación, por lo que no se encuentra en una situación objetiva a la que  claramente y de  

forma directa se pueda derivar  una ventaja o beneficio desde la resolución que ponga  fin al 

presente  procedimiento.  En este  mismo sentido,  y  sobre  supuestos  similares,  se falló en  las   

Resoluciones de  este  Tribunal 619/2014, 899/2014,  38/2015 y 195/2015.  Por consiguiente,  

debe concluirse q ue la empresa carece de legitimación para interponer el recurso especial en 

materia de contratación contra la adjudicación de un  contrato de servicios  para cuya licitación 

no ha presentado oferta  alguna,  erigiéndose la falta de legitimación en un  nuevo motivo de  

inadmisión de su escrito.  

Por todo lo anterior,   
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VISTOS  los preceptos legales de aplicación,   

ESTE  TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha,  ACUERDA:   

Primero.  Inadmitir el  recurso interpuesto por D. D.V.B.H., en representación de la mercantil  

URBE y PAISAJE, S.L.,  contra el acuerdo por el  que se adjudica el contrato de  “servicio de  

mantenimiento  preventivo y  correctivo de  zonas  ajardinadas,  plantas  interiores  e instalación  

de riego”  expediente SE/30/20,  convocado por  el  Rectorado de la Universidad Jaime I,  de  

la Comunidad Valenciana.  

Segundo.  Levantar la suspensión del acuerdo de adjudicación con arreglo al artículo 57.3  

LCSP.  

Tercero.  Declarar  que  no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la  

interposición del  recurso por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el  

artículo 58 de la LCSP.  

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer  

recurso  contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de  Valencia, de conformidad con  

lo dispuesto en los artículos  10.1.k)  y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de  julio, Reguladora  

de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
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